PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE:
Dirigirse al Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, para que a través de los organismos pertinentes, informe sobre algunos aspectos vinculados al operativo policial, montado en torno a las instalaciones fabriles de la empresa Mafissa, el pasado 17 de Abril, que tuvo como consecuencia el desalojo de los obreros que se encontraban allí protestando, y la posterior detención de 18 de ellos:

1-. Indique la cadena de responsabilidades en cuanto a la evaluación, planificación y ejecución del operativo, señalando los responsables civiles y policiales. En particular, deslinde nombre, apellido, rango y dependencia del funcionario policial al frente del mencionado operativo.

2-. Presente ante esta Honorable Cámara, el listado de funcionarios policiales afectados al operativo, en particular los de mayor jerarquía, así como sus antecedentes en operaciones similares anteriores.

3-. Informe si existieron intervenciones, pedidos, o resoluciones judiciales que avalaran el despliegue de fuerzas y la posterior represión. En caso que la respuesta sea afirmativa especificar nombre del juez, juzgado o cámara y sala, y las ordenes especificas dimanadas de su señoría.

4-.  Indique si tenía información respecto de la medida cautelar número 14735 del Juez Luis Federico Arias, que conminaba a los dueños de la empresa Mafissa, a reincorporar a los trabajadores despedidos y suspendidos.

FUNDAMENTOS

La naturaleza violenta de la represión acaecida el jueves 17 de Abril en la puerta de la planta correspondiente a la empresa Mafissa, amerita una explicación detallada acerca de cómo se llega a esa instancia y cual es el origen de las órdenes que dieron lugar al desalojo, represión y detención de 18 trabajadores (diario “El Día”, 18 de Abril de 2008).

El tipo de salida que debería alentarse desde los ámbitos institucionales y gubernamentales, es el de una salida dialogada, en paz, y con una clara división de competencias. Siendo el conflicto que enfrenta a los trabajadores con los dueños de Mafissa, un conflicto laboral, es de esperar que su resolución provenga de definiciones resoluciones, disposiciones y acciones del Ministerio de Trabajo de la provincia de Buenos Aires, y no de la justicia penal. La judicializacion de la protesta social, encarna severos riesgos, entre los que se encuentra la posibilidad de restringir los derechos de protesta y huelga.

A este respecto, son interesantes los siguientes extractos del libro del constitucionalista y Magíster en Ciencias sociales de la UNLP, Roberto Gargarella:

“En definitiva, la protesta social contemporánea, (...), constituye la posibilidad concreta que tienen los sectores desaventajados de expresar sus problemas. De allí que el derecho a la protesta sea el primer derecho, es el derecho a tener derechos, es el derecho que llama a los otros derechos, la oportunidad que tienen estos sectores de ser tenidos en cuenta otra vez, recuperar la voz para ser tomados como actores otra vez. El derecho a la protesta es la puesta en acción de la dignidad, la oportunidad de hacer valer la dignidad”.

”La criminalización de la protesta es una de las manifestaciones de la judicialización de la política, la posibilidad de transformar los conflictos sociales en litigios judiciales; de leer la realidad bajo la lupa del código penal. Criminalizar, entonces, será despolitizar y, por añadidura, deshistorizar, sacar de contexto a los conflictos sociales, emplazar a otras instituciones como interlocutores de los problemas sociales”. Y luego continua “La violencia institucional no es, entonces, un efecto disfuncional del sistema sino la manera de gobernar, en última instancia, los conflictos sociales que no puede cooptar, que no se pueden “poner en caja” o gestionar a través de las prácticas políticas (discrecionales, focalizadas, a requerimiento de parte y de subsistencia) canalizadas por las redes clientelares” (Roberto Gargarella, “El derecho a la protesta, el primer derecho” Buenos Aires, edit. AD-HOC 2005)

El conflicto laboral de Mafissa estaba en vías de resolución a partir de las resoluciones del Ministerio de Trabajo del 24 de Octubre de 2007 y del 26 de Marzo de 2008 que conminaban a los dueños de Manufacturas Sintéticas Sociedad Anónima, a reincorporar a todos los trabajadores suspendidos y despedidos, y al pago de los salarios caídos.

En tal sentido, también vale la pena mencionar la medida cautelar del juez en lo contencioso administrativo Dr. Luis Arias, que resuelve en el sentido de un inmediato acatamiento a la conciliación obligatoria dictaminada por el Ministerio de Trabajo. Es importante indicar que la resolución del juez no interviene en forma directa respecto al conflicto laboral y gremial en si mismo, sino respecto de las resoluciones del citado ministerio. 

Es importante para este cuerpo conocer si las represiones a conflictos sociales tiene algún modus operandi específico por parte de las fuerzas de seguridad, y también saber si hay oficiales afectados al desempeño de ese rol. Los detalles solicitados al señor Ministro de Seguridad Dr. Carlos Stornelli, esperamos permitan dilucidar la existencia o inexistencia de una política de Estado al respecto. 

En nuestro compromiso con los derechos civiles y políticos mas elementales, y en la defensa de los valores republicanos, entre los cuales se encuentra los de peticionar, protestar, demandar, y esperar las resoluciones en paz y con protección de la integridad física, mental y espiritual, manifestamos la necesidad inmediata de que se investigue por todos los medios al alcance del estado provincial, la naturaleza y alcance de los últimos sucesos. Es por esto, principalmente, que solicitamos a este Honorable cuerpo que acompañe la presente solicitud de informes.

